
 

 

INICIATIVA DE LA DIP. MIRZA FLORES GÓMEZ (MC), CON PROYECTO DE DECRETO POR EL 

QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 4 Y 27 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 

La que suscribe, MIRZA FLORES GÓMEZ, Diputada integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento 

Ciudadano, en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, y con fundamento en los artículos 71, fracción II, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno 

Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y 77, numerales I y II del Reglamento Interior de 

la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de esta asamblea, la Iniciativa con Proyecto de Decreto 

por el que se reforman los artículos 4 y 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS. 

El objetivo que persigue la psente iniciativa por la que se reforman  los artículos 4 y 27 de nuestra Carta Magna es, 

garantizar que los asentamientos humanos en México sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles. Es, de 

vital importancia asegurar y mejorar las condiciones de vida de miles de mexicanas y mexicanos que día a día 

exponen su vida y su patrimonio al establecerse en determinadas áreas geográficas que no son aptas para el 

desarrollo de sus actividades cotidianas y su hábitat. 

Para argumentar en favor de esta iniciativa, quiero citar a los juristas Antonio Azuela de la Cueva y Miguel Ángel 

Cancino, quienes en el ensayo “Los asentamientos humanos y la mirada parcial del constitucionalismo 

mexicano”; exponen muy acertadamente la evolución histórica y la inclusión de la figura de los asentamientos 

humanos  en nuestro orden jurídico, al respecto dicen: 

“El constituyente de 1917 no estaba en condiciones de pver el intenso proceso de urbanización que 

caracterizaría al siglo XX. La imagen de la relación entre la población y el territorio que privaba 

entonces era la de una tajante dicotomía entre lo urbano y lo rural; era en este último ámbito donde 

se ubicaban los grandes problemas nacionales. 

Las ciudades eran el lugar desde el cual se analizaban esos grandes problemas, pero éstos estaban en 

el campo; aquéllas nunca fueron vistas como escenario de problemas sociales que ameritaran la 

atención del constituyente. 

Actualmente no hace falta decir que, independientemente del programa constitucional del Estado 

posrevolucionario, una de las grandes transformaciones de la sociedad mexicana a lo largo del siglo 

fue pcisamente el proceso de urbanización.  

Si a principios de siglo en el campo habitaban tres cuartas partes de la población, hoy esa misma 

proporción vive en las ciudades.Gran parte de los problemas que hoy experimenta la población 

(desempleo, desigualdad, inseguridad, riesgos ambientales) están concentrados en las ciudades, o al 

menos están fuertemente relacionados con la población que se asienta en los territorios urbanos.  

Más aún, si hay un ámbito en el que se ha puesto a prueba la capacidad del orden jurídico y 

administrativode los estados para poder procesar satisfactoriamente los conflictos sociales, ése es 

pcisamente el de la urbanización. 

El constitucionalismo mexicano reconoció, en la reforma de 1975, el fenómeno de los asentamientos 

humanos a través de una formulación ambiciosa, no sólo en lo que se refiere a la definición misma de 



 

 

una cuestión “emergente”, sino también mediante la ptensión de regularlo inspirado en una idea de 

justicia social. 

Si bien el uso de la palabra “modalidades a la propiedad” ha seguido un curso que suscita 

cuestionamientos interesantes, ello no es un obstáculo para afirmar que las adiciones al art. 27 

constitucional han servido como fundamento para la institucionalización de la planeación de los 

asentamientos humanos en nuestro país.  

En nuestra opinión, a través del régimen de facultades concurrentes el constitucionalismo mexicano 

ha podido responder a problemas o fenómenos diversos, cuya atención requiere la participación de 

los tres órdenes de gobierno, bien como una forma de determinar ámbitos de actuación especial sin el 

rigor de la fórmula pvista en el art. 124 constitucional, o bien para propiciar la coordinación 

obligatoria entre aquéllos. El texto vigente de la Constitución se refiere a la concurrencia de 

facultades en el sentido a que nos hemos venido refiriendo en materias tales como salud, protección 

ambiental, educación, deporte, turismo, pesca y acuacultura y, por supuesto, en asentamientos 

humanos.” [*]  

“El proceso de urbanización en México, durante el siglo XX, se atribuye al crecimiento económico 

ligado a la industrialización y su inherente crecimiento poblacional; la población urbana aumento 58 

veces: de 1.4 millones de personas en el año 1900 a 81 millones en el 2010, de esta manera la 

proporción de las ciudades respecto a la población total paso del 10% al 72%, en 110 años.  

Así, el número de centros urbanos creció 11 veces y la población urbana aumentó casi 46 veces, lo 

cual dio lugar a un fenómeno nacional de metropolización. En 1900 existían 33 ciudades de más de 15 

mil habitantes, y durante 110 años este número aumento en gran dimensión, a 384 ciudades.” [*]  

Sin embargo, los Indicadores de Desarrollo del Banco Mundial [*] , nos proyectan datos más actualizados: se ha 

demostrado un aumento constante de las tasas de población urbana en México, mientras que en 1990 poco más de 

61 millones de ciudadanos mexicanos vivían en las ciudades y centros urbanos, ese número aumentó a más de 99 

millones en 2014, lo que corresponde a un crecimiento del 63% en menos de 25 años.  

A nivel mundial, la urbanización es un fenómeno social con consecuencias de largo alcance. En la actualidad, de 

acuerdo con cifras de la Organización de las Naciones Unidas [*] , la población urbana repsenta un 54%, y se 

espera que para el 2050 dicho porcentaje llegue al 66%. 

Por su parte, en los estudios realizados por el Banco Mundial [*] , reflejan datos similares,  hace cien años, 2 de 

cada 10 personas vivían en zonas urbanas, pero en 1990, menos del 40 por ciento de la población mundial vivía en 

una ciudad. A principios de 2010, aproximadamente la mitad de la población mundial vivía en zonas urbanas, se 

estima que para el año 2030, 6 de cada 10 personas vivirán en una ciudad, y en 2050, esta proporción aumentará a 

7 de cada 10 personas. 

En la década de 1970, los expertos en desarrollo, urbanistas, sociólogos y economistas vieron la urbanización como 

los signos positivos de la modernización que eventualmente traerían aparejada una mayor democratización y 

desarrollo de los países.  

Como ejemplo de esta teoría, Seymour Martin Lipset, uno de los arquitectos de la teoría de la modernización 

argumentaba que "todos los diversos aspectos del desarrollo económico -la industrialización, la urbanización, la 

riqueza y la educación- están tan estrechamente relacionados entre sí de manera que constituyen un factor 

importante entre democracia y bienestar" [*] . 
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Sin embargo, en las últimas dos décadas, se ha comenzado a compnder el fenómeno del desarrollo urbano no como 

un proceso que inherentemente genere mayor democracia y bienestar, sino como un fenómeno que aumenta la 

exposición a desastres naturales y antropogénicos, genera mayores problemas económicos y sociales como la 

marginalidad, movilidad, problemas ambientales y claramente genera riesgos y menor seguridad para la 

infraestructura y las inversiones del sector público y privado. 

A pesar de estas ideas pvias como los asentamientos humanos garantes de la justicia social y la democracia, queda 

claro que éstas no pvieron la generación de nuevos retos de las condiciones de vida humana, por ejemplo, el 

cambio climático, el cual se ha convertido en uno de los principales problemas de la sobrevivencia humana.  

Contrario a los que los teóricos de la de modernización aseguraban donde una mayor calidad de vida podría 

alcanzarse mediante la urbanización, vemos que la combinación de unamala planeación del desarrollo urbano y una 

falta de políticas de reducción de riesgos de desastres garantizan orbes donde se acumulan problemas sociales y 

económicos así como la exposición potencial a riesgos de desastres naturales y humanos. 

Desafortunadamente, al igual que muchos otros países en desarrollo, México hasido afectado más fuertementepor 

los efectos del cambio climático a comparación de los países desarrollados, en especial, en las crecientes Zonas 

Metropolitanas del país así como en las comunidades rurales. 

Las organizaciones internacionales de desarrollo (El Banco Mundial, las Naciones Unidas, la Unión Europea y la 

Cruz Roja), alertan de los potenciales riesgos de la rápida urbanización,y en especial, cuando no se gestiona 

adecuadamente el desarrollo urbano y no se integra una política de reducción de riesgos de desastres (RRD). 

Un crecimiento metropolitano mal manejado donde se excluye la planeación multisectorial -el sector privado, el 

análisis del impacto ambiental, los grupos de las organizaciones de la sociedad civil, los académicos, los grupos 

vulnerables y sus necesidades-genera gobiernos locales con capacidades reducidas, vulnerables y muy poco 

resilientes para resistir y recuperarse de los posibles daños de los desastres naturales relacionados con el cambio 

climático. 

Lo anteriormente mencionado, aunado al aumento de los índices de desigualdad del ingreso en México, el aumento 

de los efectos naturales tanto catastróficos (huracanes, terremotos y tormentas), y cada vez más, los efectos sub-

catastróficos de menor escala (inundaciones y desertificación) están afectando de manera desproporcionada a los 

pobres, las mujeres, los enfermos y generando mayor exclusión social. 

En este contexto recordemos que “un país resiliente es aquel en el que las autoridades y la población compnden sus 

amenazas y crean bases de información compartida sobre las pérdidas asociadas a la ocurrencia de desastres, las 

amenazas y riesgos, sobre quién está expuesto y quién es vulnerable. La ciudadanía está empoderada para 

participar, decidir y planificar su ciudad conjuntamente con las autoridades; y valoran el conocimiento, las 

capacidades, los recursos autóctonos y toman medidas para anticiparse a los desastres y mitigar su impacto, 

mediante el uso de tecnologías de monitoreo y alerta temprana para proteger la infraestructura, los activos y los 

integrantes de una comunidad. Así las sociedad se anticipa y mediante la pvención de desastres protege sus bienes 

materiales, patrimonio cultural y riqueza medioambiental y económica de la sociedad” [*] .  

De forma específica, la resiliencia urbana, es parte de un proceso más amplio de trabajo de desarrollo en RRD, éste 

se refiere a la “la capacidad de los asentamientos humanos para resistir y recuperarse rápidamente de cualquier 

peligro plausible. La resiliencia frente a las crisis no sólo contempla la reducción de riesgos y daños de 

catástrofes (como pérdidas humanas y bienes materiales), sino la capacidad de volver rápidamente a la situación 

estable anterior. Mientras que las típicas medidas de reducción de riesgos tienden a concentrarse en una amenaza 

específica y dejan de lado la vulnerabilidad frente a otro tipo de peligros, la resiliencia adopta un enfoque frente a 

amenazas múltiples, considerando la capacidad de recuperación frente a todo tipo de peligros plausibles. [*]  

http://www.senado.gob.mx/index.php?ver=cp&mn=4&id=63330#_ftn7
http://www.senado.gob.mx/index.php?ver=cp&mn=4&id=63330#_ftn8


 

 

Una comunidad resiliente, es capaz de minimizar las pérdidas físicas y materiales derivadas de fenómenos 

meteorológicos extremos, terremotos y otras amenazas naturales o inducidas por el hombre, es capaz de responder, 

implementar estrategias inmediatas de recuperación y restaurar rápidamente los servicios básicos necesarios para 

reanudar la actividad social, institucional y económica tras un desastre. 

En los últimos 20 años, los desastres naturales han afectado a 4.4 billones de personas y han generado pérdidas 

globales de 2 billones de dólares americanos, donde han perdido la vida 1.3 millones de personas, tanto en países 

desarrollados como en los de vías de desarrollo [*] .  

Ante este escenario, los países miembros de la Organización de las Naciones Unidas, han optado por incluir dentro 

de sus prioridades políticas, la Reducción de Riesgo de Desastres (RRD). Entendemos por esto, al conjunto de 

políticas públicas que tienen como objetivo primordial pvenir el impacto y los daños causados por desastres 

naturales. La reducción de riesgo incluye distintos aspectos como la gestión, mitigación y la pparación para 

catástrofes.  

En términos prácticos, RRD “es el concepto y la práctica de reducir el riesgo de desastres mediante: esfuerzos 

sistemáticos dirigidos al análisis y a la gestión de los factores causales de los desastres, lo que incluye la 

reducción del grado de exposición a las amenazas, la disminución de la vulnerabilidad de la población y la 

propiedad, una gestión sensata de los suelos y del medio ambiente, y el mejoramiento de la pparación ante los 

eventos adversos.” [*]  

La adopción de RRD como una política pública y la integración de los conceptos y prácticas de la resiliencia en la 

planificación urbana tiene por objeto aumentar la pparación ante la vulnerabilidad de posibles desastres naturales y 

antropogénicos de una ciudad. Una ciudad pparada en materia de resiliencia se puede definir como: “el conjunto 

conocimientos y las capacidades que desarrollan las autoridades, los profesionales, las organizaciones de 

respuesta y recuperación, las comunidades y las personas para pver, responder, y recuperarse de forma efectiva a 

los impactos de los eventos o las condiciones probables o inminentes o actuales que se relacionan con una 

amenaza” [*] . 

De los argumentos vertidos con anterioridad y de acuerdo con la jerarquía normativa que se despnde del artículo 

133 Constitucional, resulta necesario establecer en nuestra Carta Magna los ejes rectores para que las leyes  

federales y estatales, así como los programas y políticas públicas que realice el ejecutivo federal y los gobiernos 

locales cumplan con las características de seguridad, inclusión y resiliencia en materia de asentamientos humanos. 

Para México la falta de una mayor y mejor coordinación nacional y la integración de la RRD en el diseño urbano 

siguen impidiendo reducir su vulnerabilidad. ElÍndice de Evaluación de los Riesgos Urbanos de 2014, realizado 

por la Universidad de las Naciones Unidas (UNU) y el Instituto de Medio Ambiente y Seguridad Humana,clasificó 

a México en el lugar 91 de 171 de los países más vulnerables. 

En términos económicos directos, México muestra pérdidas en promedio anual, solo por inundaciones, por más de 

870 millones de dólares. De 1990 a 2014, México informó un conjunto de pérdidas económicas causadas por 

desastres naturales como terremotos, incendios forestales y heladas; sin embargo, los mayores daños económicos 

(85%) se dieron por los fenómenos de eventos hidrometeorológicos (sequías, riadas, inundaciones, deslizamientos 

de tierra y  lluvias). Claramente, estos datos sugieren que México necesita urgentemente planeación y manejo de 

defensa y gestión del agua. 

Por otra parte, y con la información pública disponible, es claro que los asentamientos humanos en las grandes 

urbes de nuestro país carecen de servicios públicos básicos: en las regiones metropolitanas de México más del 10% 

de la población urbana no tiene agua corriente; 25 % carecen de instalaciones de alcantarillado o saneamiento 

adecuado y más del 60 % no tiene drenajes de aguas pluviales [*] . La urbanización en México continúa 
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exponiendo la incapacidad gubernamental para hacer frente a diversos temas de gestión del agua y servicios 

públicos. 

“En la escala mundial, durante la última década, los desastres naturales han perjudicado a más de 

220 millones de personas y causado daños económicos por 100 millones de dólares anuales. La 

cantidad de personas afectadas por catástrofes desde 1992 llega a 4.400 millones (equivalente a 64% 

de la población mundial), y el daño económico es de unos  2 billones de dólares (equivalente 25 años 

del total de la Ayuda Oficial al Desarrollo).  

Las ciudades golpeadas por los mega desastres, como Kobe o Nueva Orleans, pueden tardar más de 

una década en recuperarse y volver a su estado pvio al desastre. Las crisis crónicas y recurrentes, 

como es el caso de las sequías, requieren de un abordaje de las causas más que responder a las 

consecuencias.  

Los desastres provocados por el ser humano, como los conflictos y las catástrofes tecnológicas, 

también pueden socavar los beneficios del desarrollo de los países y ciudades. La cantidad de 

personas en riesgo aumenta significativamente, pues la rápida urbanización genera asentamientos 

informales descontrolados y densamente poblados en áreas propensas a amenazas.  

La falta de capacidad de las ciudades y gobiernos locales para regular normas de construcción y el 

uso del suelo exacerba los riesgos de los que viven en condiciones vulnerables. Los gobiernos locales 

son el nivel más cercano a los ciudadanos y juegan un papel fundamental en  proveer infraestructura 

y servicios cruciales para proteger vidas y bienes durante la respuesta a la crisis. En resumen, las 

ciudades y gobiernos locales deben incrementar su capacidad para reducir daños y el periodo de 

recuperación de cualquier desastre potencial. [*]  

Es importante puntualizar que el gobierno federal encabezado por el Lic. Enrique Peña Nieto, desde el inicio de su 

gestión ha impulsado la atención de daños que provocan los desastres naturales; siendo algunas de sus acciones: la 

emisión de declaratorias de desastres para acceder a los recursos del Fondo de Desastres Naturales (FONDEN), sin 

embargo, estas acciones son a posteriori, siendo de imperiosa necesidad adecuar el marco normativo vigente y los 

programas y políticas públicas en materia de pvención. 

Otro aspecto que se debe considerar es el uso y destino de los recursos federales para la pvención, atención y 

reconstrucción de las zonas afectadas por los desastres naturales y/o antropogénicos; de conformidad con la 

información pública disponible, en los tres primeros años del actual gobierno se ejercieron 38,506.4 millones de 

pesos en recursos del Fondo de Desastres Naturales, en contraste, sólo se invirtieron en acciones de pvención vía el 

Fondo para la pvención de Desastres Naturales 411.0 millones de pesos, es decir, el 1.1% con respeto a lo erogado 

en acción vía FONDEN. 

De lo anterior, queda de manifiesto que la mayor parte de la inversión realizada por parte del Gobierno Federal se 

destina a acciones de atención a emergencias provocada por los desastres naturales y no a la pvención; gasto que 

debe ser considerado como inversión y ahorro y no como perdidas. De acuerdo a datos estimados por de la 

UNISDR y el Banco Mundial [*] , por cada dólar invertido en la planeación de ciudades bajo el esquema 

Reducción de Riesgos de Desastres, el retorno de inversión es aproximado de 4 a 5 USD dólares en gastos de 

reconstrucción y pérdidas económicas del sector productivo y de la sociedad en general.  

Esta iniciativa no busca más que apoyar y abonar a lo expuesto en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 en su 

objetivo 1.6 “Salvaguardar a la población, a sus bienes y a su entorno ante un desastre de origen natural o 

humano”, y a la línea de acción “Impulsar la Gestión Integral de Riesgos como una política integral en los tres 
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órdenes de gobierno, con la participación de los sectores privado y social”, y cumplimentar las obligaciones 

adquiridas por México en el ámbito internacional. 

En este orden de ideas, es importante mencionar que nuestro país, miembro del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, reconoce  el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su 

familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de 

existencia (Art. 11). 

Por otra parte, en el Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030, en la Tercera 

Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre la Reducción del Riesgo de Desastres, celebrada del 

14 al 18 de marzo de 2015 en Sendai, Miyagi (Japón), los países miembros de la ONU, establecieron una 

serie de acciones pautados para cumplimentar los retos del desarrollo sostenible, entre los que destacan: 

A. Aprobar un Marco para la reducción del riesgo de desastres después de 2015 conciso, específico, pparado 

con visión de futuro y orientado a la acción.  

B.  Concluir la evaluación y el examen de la aplicación del Marco de Acción de Hyogo para 2005-2015: 

Aumento de la Resiliencia de las Naciones y las Comunidades ante los Desastres;  

C. Examinar la experiencia adquirida mediante las estrategias, instituciones y planes regionales y nacionales 

para la reducción de riesgo de desastres y sus recomendaciones, así como los acuerdos regionales 

pertinentes para la aplicación del Marco de Acción de Hyogo;  

D. Determinar las modalidades de cooperación basada en los compromisos para la aplicación de un Marco 

para la reducción del riesgo de desastres después de 2015;  

E. Determinar las modalidades para el examen periódico de la aplicación de un Marco para la reducción del 

riesgo de desastres después de 2015.  

Durante la Conferencia Mundial, los Estados participantes también reiteraron su compromiso de abordar 

la reducción del riesgo de desastres y el aumento de la resiliencia ante los mismos; con un renovado 

sentido de urgencia en el contexto del desarrollo sostenible y la erradicación de la pobreza, y de integrar 

como corresponda, los planes, los programas y los psupuestos a todos los niveles y examinar ambas 

cuestiones en los marcos pertinentes. [*]  

De los argumentos vertidos con anterioridad y de acuerdo con la jerarquía normativa que se despnde del artículo 

133 Constitucional, resulta necesario establecer en nuestra Carta Magna los ejes rectores para que las leyes  

federales y estatales, así como los programas y políticas públicas que realice el ejecutivo cumplan con las 

características de seguridad, inclusión y resilienciaen materia de asentamientos humanos 

En este orden de ideas, y atendiendo los compromisos internacionales que México ha asumido, y sobre todo, a la 

necesidad y el reclamo de 130 millones de mexicanos de garantizarles que vivan en un país seguro, con capacidad 

de respuesta ante la psencia de desastres naturales o de aquellos que son consecuencia directa de la actividad 

agroindustrial del hombre, con la finalidad de reducir pérdidas monetarias tanto de las economías de la nación 

como del patrimonio de las familias y sobre todo salvaguardar el bien más pciado que tienen los seres humanos, y 

que se usa como base para  ejercer uno de los primordiales derechos humanos: la vida; psento ante esta asamblea, 

la siguiente:  

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 

ÚNICO.-POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 4 Y 27 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Esta protegerá la organización y el desarrollo de la familia. 
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Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el espaciamiento 

de sus hijos. 

Los asentamientos humanos en México serán inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles. La Ley establecerá 

los lineamientos para su ordenación y regulación.  

Artículo 27: 

(…) 

La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés 

público, así como el de regular, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de 

apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr 

el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana. En 

consecuencia, se dictarán las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas 

provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y 

regular bajo aspectos resilientes, la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de 

población, para pvenir y reducir los riesgos ante posibles desastres naturales provocados por los efectos del 

cambio climático, pservar y restaurar el equilibrio ecológico; para el fraccionamiento de los latifundios; para 

disponer, en los términos de la ley reglamentaria, la organización y explotación colectiva de los ejidos y 

comunidades; para el desarrollo de la pequeña propiedad rural; para el fomento de la agricultura, de la ganadería, 

de la silvicultura y de las demás actividades. 

Transitorios 

Primero.-. El psente decreto entrará en vigor el 1º de enero de 2017. 

Segundo.-. Las acciones que se empndan serán financiables con los recursos de los programas y fondos asignados 

en los ramos existentes, del psupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal que corresponda. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro a los 31 días del mes de mayode 2016. 
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